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GUSTAVO ADOLFO CAÑAS vs BANCO AGRARIO DE COLOMBIA Y OTRO. 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN / CARGA DE PRUEBA 
ACCIÓN DE TUTELA – Carga de prueba.

… Aquí es oportuno recordar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha explicado que los jueces de tutela deben partir del principio de la buena fe en favor de los accionantes, pero no significa que estén exonerados de probar los hechos descritos en la demanda. 

Existen situaciones excepcionales en las que se invierte la carga de la prueba en favor del peticionario y le corresponde al demandado desvirtuarla. Por ejemplo, en casos de las personas víctimas de desplazamiento forzado o en materia de salud o cuando el actor acude a negaciones indefinidas y alega carecer de recursos económicos. (T-327 de 2001, T-1066 de 2006 y T-571 de 2015)… Comoquiera que el asunto del señor ….  no se enmarca en ninguna de las situaciones excepcionales para invertir la carga de la prueba, no allegó las pruebas o anexos con la acción de tutela y guardó silencio ante el requerimiento judicial, no es posible determinar la ocurrencia de una violación al derecho fundamental de petición….; por lo tanto, se confirmará la decisión del a quo que negó la acción.
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SENTENCIA No. 05
 Acta de Discusión No. 10 del 11 de febrero de 2025
En la fecha y una vez cumplido el trámite de ley, se decide el recurso de impugnación interpuesto por el señor GUSTAVO ADOLFO CAÑAS quien actúa dentro de la presenta acción de tutela como el accionante, frente al fallo de primera instancia del 11 de diciembre de 2024, proferido por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas - Risaralda.

I. ANTECEDENTES

El accionante actuando en nombre propio, promovió acción de tutela contra las entidades accionadas al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición, consagrado en la Constitución Política.
El accionante justifica el amparo constitucional basado en los siguientes,
HECHOS

Señala que presentó un derecho de petición dirigido al Representante Legal del BANCO AGRARIO DE COLOMBIA S.A. y al ALCALDE DE DOSQUEBRADAS, Risaralda, el doctor Roberto Jiménez Naranjo, pero a la fecha no han dado respuesta clara y de fondo frente a la solicitud.
PRETENSIONES
El accionante, solicita que se le ordene a las accionadas contestar de manera clara y efectiva su derecho de petición. 
POSICIÓN DE LAS ACCIONADAS
1. El BANCO AGRARIO DE COLOMBIA S.A. informó que, efectivamente el accionante presentó un derecho de petición el 17 de octubre de 2024, en el cual solicitó información respecto a la presencia de baños para personas con movilidad reducida en la oficina bancaria del municipio de Dosquebradas, Risaralda. En respuesta emitida por parte de la Gerencia de Gestión de Infraestructura Física, el 05 de diciembre de 2024, bajo el PQR 2088422 y enviada al correo veeduriaciudadana4020@gmail.com, se informó al actor sobre la existencia de los baños dispuestos para las personas con movilidad reducida y se anexaron fotografías como evidencia.
Teniendo en cuenta lo anterior, solicitó que se declare la carencia actual de objeto por hecho superado, toda vez que las pretensiones impetradas por el accionante se encuentran plenamente satisfechas. (anexo4)  

2. El doctor Roberto Jiménez Naranjo en calidad de ALCALDE DEL MUNICIPIO DE DOSQUEBRADAS guardó silencio. 
FALLO IMPUGNADO

Mediante sentencia del 11 de diciembre de 2024, el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, negó la acción de tutela por haberse configurado una carencia actual de objeto por hecho superado.
Como fundamento de la decisión, el a quo concluyó que se configuró un hecho superado, teniendo en cuenta que el BANCO AGRARIO contestó la petición el 06 de diciembre del año 2024 y aunque superó los 15 días estipulados por la norma la respuesta fue clara, de fondo y precisa a lo peticionado por el accionante. 
Con relación al derecho de petición dirigido a la ALCALDÍA DE DOSQUEBRADAS, indicó que el accionante incumplió el deber probatorio, pues no aportó pruebas para acreditar la existencia de la petición. Además, como la Alcaldía guardó silencio en el término establecido para contestar la acción, concluyó que no existen elementos de juicio para determinar la vulneración del derecho de petición contra la accionada.
IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión, el accionante GUSTAVO ADOLFO CAÑAS impugnó la sentencia argumentando que, a pesar de que el alcalde de Dosquebradas no contestó la acción de tutela el juez negó la protección a su derecho fundamental de petición. También, señaló que, si “supuestamente” el Banco Agrario tiene baños públicos aptos para ciudadanos en sillas de ruedas, entonces todos los bancos de Dosquebradas deben contar con este tipo de baños.
Procede la Sala a decidir previas las siguientes:

II. CONSIDERACIONES

Sobre la Acción de Tutela

El artículo 86 de la Constitución Política consagra la Acción de Tutela como un instrumento jurídico a través del cual los ciudadanos pueden acudir ante los Jueces Constitucionales a reclamar la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estén siendo vulnerados, sin mayores requerimientos de índole formal y con la certeza de obtener oportuna resolución. Así pues, la Tutela procede frente a situaciones de hecho que representen quebranto o amenaza de dichos derechos fundamentales, cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable; de esta forma, se propende por cumplir uno de los fines esenciales del Estado Social de Derecho de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados constitucionalmente.

Se trata entonces de una categoría constitucional de protección que consagró la Constitución de 1991, tendiente a salvaguardar los derechos fundamentales de las personas, de lesiones o amenazas de vulneración por parte de una autoridad pública y, bajo ciertos supuestos, por parte de un particular. Es un procedimiento judicial específico, autónomo, directo y sumario, que en ningún caso puede sustituir los procesos judiciales que establece la ley; en ese sentido, la Acción de Tutela es un instrumento jurídico de carácter subsidiario que no puede ser asumida como una institución procesal alternativa, supletiva, ni sustitutiva de las competencias constitucionales y legales de las autoridades públicas.

Sobre el Derecho de Petición. 

La Corte Constitucional ha explicado que el derecho de petición, al ser reconocido como un derecho fundamental según el artículo 23 de la Constitución, puede protegerse a través de la acción de tutela en caso de amenaza o vulneración por parte de autoridades públicas o, en ciertos casos, por acciones de particulares. La tutela se considera el mecanismo adecuado cuando no hay otro medio judicial eficaz disponible para asegurar la protección de este derecho fundamental.  
  
En providencia T-054 del 2004, la Corte delimitó los alcances del derecho de petición al señalar los siguientes rasgos característicos:  
  
“1. El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa,  

2. garantizando a su vez otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión;  

3. El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión;  

4. La petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, precisa y congruente con lo solicitado;  

5. La respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible;  

6. La respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita;  

7. Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, y en algunos casos a los particulares;  

8. El silencio administrativo negativo, entendido como un mecanismo para agotar la vía gubernativa y acceder a la vía judicial, no satisface el derecho fundamental de petición pues su objeto es distinto. Por el contrario, el silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición;  

9. El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa;  

10. La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea, no la exonera del deber de responder; y   

11. Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.”  
  
Asimismo, en sentencia T-206-18 señaló:  
  
“Este Tribunal ha considerado que la acción de tutela es el mecanismo procedente para determinar la violación del derecho de petición. En esa dirección, la sentencia T-084 de 2015 sostuvo que “la tutela es un mecanismo idóneo para proteger el derecho de petición de los administrados, toda vez que por medio del mismo se accede a muchos otros derechos constitucionales”. De acuerdo con lo anterior, la Corte ha estimado “que el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo”.   
Caso Concreto
Descendiendo al caso objeto de la litis, se evidencia que el señor GUSTAVO ADOLFO CAÑAS solicita la protección al derecho de petición presuntamente vulnerado por el BANCO AGRARIO DE COLOMBIA y la ALCALDÍA DE DOSQUEBRADAS. 
Conforme a la contestación del BANCO AGRARIO y el oficio allegado, quedó plenamente demostrado que el 17 de octubre de 2024 el accionante presentó derecho de petición solicitando información sobre si existen o no baños para personas con movilidad reducida. No obstante, a la fecha de la admisión de la acción de tutela (03-dic-2024) la entidad no había emitido una respuesta clara, de fondo y congruente con lo solicitado.
Lo anterior, teniendo en cuenta que, toda petición debe resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción, conforme lo dispone el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015. De ahí que, el BANCO AGRARIO tenía hasta el 08 de noviembre de 2024 para contestar la solicitud del accionante, pero al guardar silencio vulneró su derecho fundamental de petición.
Posteriormente, durante el trámite constitucional, el 06 de diciembre de 2024 la accionada contestó la solicitud del actor informando que dentro de las instalaciones de la entidad bancaria sí existen baños dispuestos para personas con movilidad reducida y adjuntó fotografías como prueba. La respuesta fue remitida al correo veeduriaciudadana4020@gmail.com, que coincide con la dirección electrónica dispuesta por el actor para notificaciones.
Así las cosas, tal como lo concluyó el juez de primera instancia, se configuró un hecho superado que ocurre cuando en el lapso entre la interposición de la demanda de tutela y el momento del fallo, desaparece la vulneración a los derechos fundamentales por la conducta desplegada por el agente transgresor (T-358/14). En este caso, se extinguió la violación del derecho fundamental de petición cuando el Banco contestó la petición de una forma clara, precisa y congruente con lo solicitado. De modo que, carece de objeto cualquier orden que pudiese emitir el juez constitucional.
Ahora, respecto de la ALCALDÍA DE DOSQUEBRADAS no es posible concluir la existencia de una trasgresión al derecho de petición, ya que, a pesar del requerimiento del juzgado contenido en el auto del 03 de diciembre de 2024 (anexo02), el accionante guardó silencio y no allegó copia de la petición o alguna otra prueba siquiera sumaria que permitiera demostrar que la accionada evadió su responsabilidad de contestar oportunamente la solicitud.
Aquí es oportuno recordar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha explicado que los jueces de tutela deben partir del principio de la buena fe en favor de los accionantes, pero no significa que estén exonerados de probar los hechos descritos en la demanda. 
Sobre el tema, la Alta Corporación en la sentencia T-702 de 2000 dijo que “un juez no puede conceder una tutela si en el respectivo proceso no existe prueba, al menos sumaria, de la violación concreta de un derecho fundamental, pues el objetivo de la acción constitucional es garantizar la efectividad de los derechos fundamentales, cuya trasgresión o amenaza opone la intervención del juez dentro de un procedimiento preferente y sumario.” (Negrilla fuera de texto)
Existen situaciones excepcionales en las que se invierte la carga de la prueba en favor del peticionario y le corresponde al demandado desvirtuarla. Por ejemplo, en casos de las personas víctimas de desplazamiento forzado o en materia de salud o cuando el actor acude a negaciones indefinidas y alega carecer de recursos económicos. (T-327 de 2001, T-1066 de 2006 y T-571 de 2015)
Comoquiera que el asunto del señor GUSTAVO ADOLFO CAÑAS no se enmarca en ninguna de las situaciones excepcionales para invertir la carga de la prueba, no allegó las pruebas o anexos con la acción de tutela y guardó silencio ante el requerimiento judicial, no es posible determinar la ocurrencia de una violación al derecho fundamental de petición por parte de la ALCALDÍA DE DOSQUEBRADAS; por lo tanto, se confirmará la decisión del a quo que negó la acción.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia impugnada proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas – Risaralda, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta providencia a las partes en la forma y términos consagrados en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: DENTRO de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria del presente fallo, REMÍTASE de forma electrónica y en los términos del Acuerdo PCSJA20-11594 del 13 de julio de 2020, la presente Acción de Tutela ante la Honorable Corte Constitucional para su eventual REVISIÓN. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Quienes conforman la Sala,

GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
Magistrado Ponente
OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada 

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado
